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I. INTRODUCCIÓN

En los tiempos presentes, la rendición de cuentas es un imperativo en la
vida de los gobiernos municipales en México, que se vincula a una de las
tendencias del Estado de derecho que buscan responder al control en el
ejercicio del gobierno para cumplir con las responsabilidades del poder
público.

De este modo, la rendición de cuentas constituye una de las cuestiones
públicas, que resulta ineludible para la forma de obrar de los gobiernos,
los cuales llevan a cabo adecuaciones legales e institucionales para ase-
gurar el control y el desempeño eficaz de la gestión pública, con lo que
se pretende generar la confianza en la ciudadanía acerca de los actos de
los gobernantes y revertir la falta de credibilidad en las acciones guber-
namentales ante los deterioros de las instituciones públicas que causa la
corrupción y la impunidad, lo que produce deficiencias en la gobernabi-
lidad y, sin duda, una crisis moral profunda en la sociedad.

En este sentido, los gobiernos municipales se inscriben en dicha pro-
blemática y en las transformaciones en que se desarrollan los procesos de
la rendición de cuentas. Los gobiernos municipales son actores funda-
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mentales de los cambios que realiza el Estado mexicano, que se orientan
a reencausar los movimientos administrativos y que les compete consti-
tucional y legalmente llevar a cabo en su ámbito territorial, para lograr la
estabilidad, el desarrollo y la gobernabilidad de la sociedad municipal.

La modernización administrativa en la circunscripción municipal, con
la extensión de las atribuciones constitucionales, de racionalidad admi-
nistrativa y burocrática, tiene ahora nuevos referentes que modifican la
visión centrada en que la rendición de cuentas constituía competencia
exclusiva del gobierno, para convertirse en un asunto público que tiende
articular a las autoridades y a la ciudadanía para generar la confianza en
las acciones gubernamentales.

En este contexto, la rendición de cuentas en la modernización admi-
nistrativa municipal se comprende como un proceso de cambio necesa-
rio, a través del cual replantea medios y acciones para articular con efica-
cia los cometidos del orden constitucional que debe cumplir para el
control de la administración pública, mediante la adopción de normas,
reglas y métodos transparentes y participativos, que vinculen a los ciuda-
danos para atender mejor sus demandas.

Desde esta perspectiva, el presente trabajo busca destacar la importan-
cia estratégica de la rendición de cuentas de la administración pública
municipal, en el sistema democrático que se inscriben los municipios en
México y en la vigencia de los valores de lo público, que implica tanto al
gobierno y a la ciudadanía en la actuación gubernamental y en el desa-
rrollo municipal, sustentados en los principios fundamentales de orden
constitucional.

II. HACIA UNA DEFINICIÓN DE LA RENDICIÓN DE CUENTAS

No es sencillo establecer una definición de rendición de cuentas. La
complicación reside en que el concepto es la traducción de una expresión
inglesa (accountability) que resulta inexacta, por una parte. Por la otra, el
término rendición de cuentas es empleado por una gama de significados
que le son atribuidos conforme a la aportación que realiza cada tratadis-
ta, lo que da lugar a diversas interpretaciones, las cuales, en algunos ca-
sos, llegan a coincidir en ciertos aspectos o bien a no considerar algunos
elementos. Incluso se usan términos que se tratan como equivalentes o
como sinónimos de rendición de cuentas, tales como control, fiscaliza-
ción y transparencia.
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Esto implica que no exista una definición universal sobre el término
de rendición de cuentas, por lo que es conveniente iniciar por analizarlo
por su vinculación con el término inglés accountability de donde deriva
su traducción y después tratar de delimitarlo en el debate de la percep-
ción conceptual, para los efectos del presente trabajo.

La noción de rendición de cuentas se relaciona a una traducción apro-
ximada a la expresión inglesa accountability, que en el idioma inglés se
entiende: “el estado de ser sujeto a la obligación de reportar, explicar o
justificar algo; ser responsable ante alguien de algo; ser sujeto y respon-
sable para dar cuentas y responder preguntas”.1 Este significado de la ex-
presión inglesa accountability corresponde a una comprensión que es da-
da en la tradición anglosajona por el valor que se le atribuye al elegido
de un mandato, que es el de limitarlo y subordinarlo a la voluntad popu-
lar a través de las instituciones parlamentarias.

El problema de la falta de equivalencia exacta de accountability con el
de rendición de cuentas no es privativo del castellano, esta situación tam-
bién se genera en otras lenguas. Los canadienses, por ejemplo, la tradu-
cen al francés como imputabilité.2 Por lo que la inexactitud de una tra-
ducción precisa de accountability al castellano se explica, en buena
medida, a la ausencia en los valores y conductas vigentes del contexto
cultural con que se genera dicho concepto en la sociedad.

En tal sentido, la expresión de rendición de cuentas que refleja una
equivalencia aproximada de accountability, al ser incorporado al idioma
castellano, requiere de una adecuada distinción conceptual, en tanto que
registre ciertos valores y conductas del contexto social en que se sitúa.

Desde esta perspectiva, en el uso del término de rendición de cuentas,
se establecen distintas percepciones sobre la naturaleza del mismo, de las
cuales se pueden destacar tres posturas, que nos parecen fundamentales
en la interpretación de dicha noción.

Una se orienta a establecer que la rendición de cuentas es un concepto
de dos dimensiones que denota la obligación de los políticos y funciona-
rios públicos de informar y justificar sus actos, por una parte. Por la otra,
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la capacidad para imponer sanciones negativas a los funcionarios y re-
presentantes que violen ciertas normas de conducta.3

En la segunda percepción de la rendición de cuentas, se asume que la
responsabilidad no se trata de un contenido moral, sino comprende un
estrato social-jurídico de ser responsable de algo ante alguien; que impli-
ca el sentido de información obligada (no opcional) y de información so-
bre el cumplimiento o incumplimiento de la responsabilidad. Por lo que,
rendir cuentas “es estar por obligación disponible a ser requerido a infor-
mar del cumplimento de responsabilidades”.4

La tercera postura de la rendición de cuentas, establece que es la obli-
gación permanente de los mandatarios o agentes para informar a sus
mandantes o principales de los actos que llevan a cabo como resultado
de una delegación de autoridad que se realiza mediante un contrato for-
mal o informal y que implica sanciones en caso de incumplimiento. Los
mandantes o principales supervisan también a los mandatarios o agentes
para garantizar que la información proporcionada sea fidedigna.5

Los anteriores enfoques permiten apreciar, en términos generales, que
el significado de la rendición de cuentas se centra en la idea de una rela-
ción entre principales o mandantes (e.g. la ciudadanía) y agentes o man-
datarios (e.g. funcionarios), en donde éstos son los responsables de infor-
mar a aquéllos, de manera obligatoria y cierta, sobre el comportamiento
de sus actos definidos formalmente, cuyo incumplimiento tiene por con-
secuencia el ser sancionados.

En la comprensión antes descrita, implica que el término de rendición
de cuentas constituye un proceso inscrito en una relación de dependencia
que involucra una forma de subordinación de los agentes a los principa-
les. En donde la responsabilidad supone la conformación de un agente
con la obligación de informar sobre su actuación ante el principal, el cual
verifica si el ejercicio dado es conforme a sus expectativas y adjudica
sanciones en caso de incumplimiento.

Desde nuestro punto de vista, la rendición de cuentas significa un ré-
gimen jurídico que obliga a los agentes que representan distintos ámbitos
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de responsabilidad a informar de lo realizado a los principales sobre el
cumplimiento de las metas logradas, productos obtenidos (e.g. un bien,
un servicio o una regulación) y recursos empleados, en función de las
atribuciones conferidas, que conlleva a alguna sanción ante el incum-
plimiento de las responsabilidades establecidas.

Por último, cabe aclarar que se incurre indebidamente a utilizar como
equivalentes el término de rendición de cuentas con las nociones de con-
trol, fiscalización y transparencia. Estos son instrumentos de un sistema
de rendición de cuentas. En tanto que el control y fiscalización son me-
canismos para supervisar los actos de gobierno, pero no siempre impli-
can la obligación de los gobernantes para informar de manera periódica
sobre sus decisiones y acciones.

La transparencia es una característica que abre la información de las
organizaciones políticas y burocráticas al escrutinio público, mediante
sistemas de clasificación y difusión que reducen los costos de acceso a la
información del gobierno. No obstante, la transparencia no implica un
acto de rendir cuentas a un destinatario específico, sino de poner a dispo-
sición la información gubernamental al público interesado, para que pue-
da revisarla, analizarla y, en su caso, usarla como mecanismo para san-
cionar en caso de que haya anomalías en su interior.6

III. CONTEXTO

En la actualidad, el Estado mexicano cede lugar al paradigma de la
rendición de cuentas que apunta hacia la conformación de un mejor con-
trol de las instituciones públicas como una respuesta para atender los re-
querimientos de la actuación gubernamental responsable, honesta, trans-
parente y apegada a las disposiciones de orden constitucional, lo cual es
expresión de tres procesos que se inscriben como parte de las transfor-
maciones que devienen en el orden político y social de México. El pri-
mero, se inserta en los procesos de democratización del poder que de-
mandan la rendición de cuentas de los gobernantes ante la ciudadanía. El
segundo, se orienta a que la rendición de cuentas reduzca los niveles de
la corrupción que se generan en las distintas instancias de gobierno.
Por último, el tercero, se ubica en que la rendición de cuentas constitu-
ya uno de los procesos de la modernización de la administración públi-
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ca mexicana para mejorar los controles de gestión. Dichos aspectos con-
vergen en una dimensión global e interdependiente.

En la dimensión de la democratización del poder en que transita Mé-
xico en nuestros días, cuya realidad da por saldo un pluripartidismo com-
petitivo, la alternancia en el poder, instituciones electorales para garanti-
zar los procesos de elección de representantes, los pesos y contrapesos
en los poderes legislativo y ejecutivo, entre otros aspectos, han conduci-
do a la necesidad de legislar y conformar instituciones más eficaces para
promover la rendición de cuentas, como una nueva meta de la institucio-
nalidad democrática. Frente a las insuficiencias que manifiesta la alter-
nancia en el gobierno, para garantizar que los gobernantes elegidos por
el voto ciudadano sean calificados, responsables y rindan cuentas de sus
actos una vez en el cargo, por lo que resulta un imperativo el disponer de
instituciones que los obliguen a ello.

En la dimensión de la corrupción, la preocupación gubernamental por
impulsar acciones para la rendición de cuentas se inscribe en los altos ni-
veles de corrupción que se han patentizado en México, lo que se ha ex-
presado con los recientes resultados empíricos, que el Banco Mundial ha
realizado a gran número de países, al considerar en los indicadores de
desarrollo institucional, el grado de corrupción existente, con lo cual se
ha evidenciado que el gobierno de México se encuentra por arriba de la
media mundial.7 Situación que tiene un impacto negativo en distintos
ámbitos de la vida pública, como la erosión a la credibilidad de la actua-
ción de los gobernantes y funcionarios ante las prácticas manipuladoras
de instituciones y reglas en beneficio privado, que socavan la legitimidad
estatal. Por lo que el gobierno mexicano busca reducir los niveles de co-
rrupción a través de realizar acciones en materia normativa e institucio-
nal para la rendición de cuentas a fin de obtener un mejor control del go-
bierno,8 como factor primordial del buen gobierno y del desempeño de
las instituciones públicas.
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En la dimensión de la modernización de la administración pública me-
xicana, desde los años noventa, se orienta a la formación de una gestión
más eficiente y efectiva, lo cual surge de una nueva visión para adminis-
trar, fincada en la necesidad de revitalizar su papel y para sortear el ritmo
de cambio democrático, por ello se alientan reformas vinculadas con la
rendición de cuentas como una institución capaz de reconocer lo que de-
manda la sociedad, que tiende a expresarse como un instrumento funda-
mental para controlar la gestión pública y lograr una mayor eficacia y
transparencia de la misma. Con lo que se revalora la importancia de la
rendición de cuentas para fortalecer las capacidades de la administración
pública a favor de la institucionalidad que asegure las ventajas que la
acredite en la convivencia de la sociedad.

En este escenario expuesto, los gobiernos municipales no son ajenos a
los reacomodos que se han expresado en la rendición de cuentas en la
democratización del poder, el combate a la corrupción y la moderniza-
ción administrativa. Son instituciones inmersas en estos procesos, en los
tiempos, condiciones, competencias y capacidades que se han dado para
acelerar el desarrollo o para mantener el retraso.

Los gobiernos municipales como parte de las transformaciones que se
viven en México, se inscriben con menor o mayor grado en la rendición
de cuentas desde la perspectiva democrática, legal y administrativa. Esto
ha dependido del régimen jurídico regulatorio que rige a los municipios,
de las condiciones de desarrollo o atraso que tenga cada municipio, de
los rezagos y avances de la estructura y sistemas administrativos munici-
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pales, de la disponibilidad de los recursos públicos de cada ayuntamiento
y de la aptitud que cada gobierno municipal asume en función de los va-
lores y objetivos de la rendición de cuentas para que sean elevados a ran-
go de reglamentación municipal, de políticas, decisiones, acciones, y con
ello, se fortalezca el control del poder público local.

En la óptica democrática del poder local, desde la década de los no-
venta, los municipios son lugares que se constituyen en eje central de la
democratización, en que se ha generado con mayor regularidad la alter-
nancia en el gobierno municipal ante la competitividad y pluripartidismo
que se viven en el escenario municipal, que ha dado lugar a formas dis-
tintas de la actuación gubernamental. En donde la instauración de la ren-
dición de cuentas asume un papel crucial para controlar el desempeño de
la función pública municipal que se produce por la alternancia en el go-
bierno municipal de manera periódica. Además, de que el relevo trianual
de gobernantes y funcionarios municipales con carencias de estabilidad
en el empleo, insuficiencias de profesionalismo y experiencia, conlleva a
un manejo inadecuado de los recursos públicos y a decisiones criticas,
que cuando éstas son equivocadas tienen un costo de oportunidad en la
hacienda pública.

Asimismo, es en los municipios, en donde la ciudadanía, por su cerca-
nía con los ayuntamientos, exige transparencia, un manejo responsable y
honesto en la administración del presupuesto y de los bienes municipales.

Desde esta perspectiva, la rendición de cuentas constituye un impera-
tivo para fortalecer la institucionalidad democrática, para crear condicio-
nes propicias para reducir los niveles de corrupción y mejorar la eficacia
de la gestión pública.

Esto implica un reto ante la heterogeneidad municipal mexicana, que
identifica todo tipo de municipios (grandes, urbanos, medianos, rurales,
indígenas), que manifiestan distintas capacidades de respuesta en el régi-
men de las competencias que confiere la Constitución y leyes federales,
así como las Constituciones y las leyes locales para la rendición de cuen-
tas. Cuyo régimen jurídico disperso y ambiguo, así como las capacidades
administrativas y de gobierno presentan grandes rezagos en la mayoría
de los municipios en México. Aspectos que constituyen un obstáculo
para llevar a cabo un efectivo cambio institucional hacia la rendición de
cuentas municipal.

Los ordenamientos que regulan la rendición de cuentas de los gobier-
nos municipales tienen indudablemente un componente importante de

JOSÉ RENÉ OLIVOS CAMPOS294



control externo, es decir, existe la alta dependencia de agentes externos
en la rendición de cuentas de los ayuntamientos. El control externo en
los municipios lo ejercen las legislaturas estatales. Cuya vigilancia y
control presupuestario por parte de los congresos de los estados ocurre
en dos tiempos: antes y después de que se utilicen los recursos públicos.

La rendición de cuentas anticipadas consiste en la aprobación de los
ingresos que proponen los municipios a las legislaturas locales. El se-
gundo momento, sucede al cierre del año fiscal, los congresos estatales,
por medio de sus respectivos órganos de fiscalización superior (que reci-
ben distintas denominaciones Contaduría Mayor, Contaduría de Glosa o
Auditoria Superior) fiscalizan la cuenta pública de los municipios y pue-
den fincar responsabilidades a los funcionarios municipales si han incu-
rrido en irregularidades. Esto de conformidad a la fracción IV del artícu-
lo 115 constitucional que establece los lineamientos generales sobre
dichos aspectos y se complementa con diversas leyes estatales, tales co-
mo: la Ley Orgánica Municipal, la Ley de Hacienda del Estado, la Ley de
Hacienda Municipal, la Ley de Ingresos del Estado, la Ley de Ingresos
Municipal, la Ley de Deuda Pública del Estado o Municipal, Ley de Coor-
dinación Fiscal del Estado, Ley de Catastro, Ley de Presupuesto, Contabi-
lidad y Gasto Público del Estado, Código Fiscal Municipal y la Ley Orgá-
nica para la Contaduría General de Glosa del Poder Legislativo.

Asimismo, la transferencia de las participaciones federales que son
otorgadas por la Federación a los municipios, el control y la fiscalización
de las mismas, se efectúa por las legislaturas locales principalmente, así
como por la instancia federal y el propio ayuntamiento. Cuyas fuentes de
ingresos, que se controlan y fiscalizan, comprenden: 1) Las participacio-
nes directas a las entidades federativas y participaciones directas a los mu-
nicipios (previstas en la Ley de Coordinación Fiscal, capítulo I); 2) Los
fondos de participaciones;9 y 3) Los incentivos económicos (derivados del
Convenio de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal).10
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Los distintos fondos que incluyen las participaciones federales que se
transfieren a los municipios, implican cada uno regulaciones específicas,
que denotan una diversidad de normas que rigen en el ámbito competen-
cial de cada uno de los distintos órdenes de gobierno.

Al respecto, resulta ilustrativo enunciar los principales ordenamientos
que regulan el Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Munici-
pal del Ramo 33,11 que es una de las fuentes principales de ingresos de los
municipios, así como los actores que intervienen en la rendición de cuentas
de dicho recurso.

En el régimen regulatorio del Fondo de Aportaciones para la Infraes-
tructura Social Municipal, se observan las siguientes disposiciones.

1) La Ley de Ingresos de la Federación es aprobada por la Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión, que establece los fondos
que serán transferidos a los estados y municipios y en las condi-
ciones bajo las cuales operarán. En el caso del Ramo 33 esta-
blece los montos que se destinarán a cada uno de los fondos y
que se regirán de acuerdo con lo señalado en la Ley de Coordi-
nación Fiscal.

2) La Ley de Coordinación Fiscal que regula los recursos que la Fe-
deración proporciona a las entidades federativas y municipios, de-
termina el sistema de participaciones que a consecuencia de los
Convenios de Adhesión al Sistema Nacional de Coordinación Fis-
cal suscriben cada estado de la República en la que se consideran
a sus municipios. Esta ley establece que los recursos transferidos
por concepto del Ramo 33, son aportaciones para las haciendas
locales con el fin de cumplir con los objetivos específicos para los
que fueron destinados. En el caso del presupuesto federal destina-
do al gasto social a través del Fondo de Aportaciones para la
Infraestructura Social Municipal, establece que su operación se re-
girá de acuerdo a las leyes locales.
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3) La Ley Orgánica de la Administración Pública Estatal determina
las atribuciones que corresponden a las diferentes dependencias
del poder ejecutivo estatal. En el caso de la Secretaría de la Con-
traloría o equivalente, establece que le corresponde planear y or-
ganizar el sistema de control y evaluación gubernamental y fisca-
lizar los recursos federales derivados de acuerdos o convenios
respectivos ejercidos por las dependencias y fideicomisos de la
administración pública estatal. También establece que, de acuerdo
con los convenios respectivos, los recursos federales y estatales
que se ejerzan directamente por los municipios, se apliquen con-
forme a lo estipulado en aquéllos.

4) La Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Glosa del Congre-
so Estatal señala las funciones y facultades del órgano técnico
de la legislatura de los estados para controlar y fiscalizar la
cuenta de las haciendas municipales. Las leyes orgánicas for-
mulan los términos en los que debe elaborarse la Cuenta de la
Hacienda Pública Municipal, que se integra con los estados fi-
nancieros, presupuestarios, informe de obras terminadas, en
proceso, inconclusas y la información que integre los resulta-
dos anuales del ejercicio de los ingresos, egresos, cuentas en
activo, pasivo y estado de la deuda pública municipal. La for-
mulación de la cuenta pública será responsabilidad del presi-
dente municipal, del síndico y del tesorero.

Los actores que intervienen en la rendición de cuentas del Fondo de
Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal del Ramo 33, rea-
lizan el proceso siguiente en la rendición de cuentas en el ámbito
municipal.

1) La política de desarrollo social y de operación del Fondo de Apor-
taciones para la Infraestructura Social Municipal, se decide y for-
mula con la participación de la Secretaría de Desarrollo Social, la
Secretaría de la Función Pública y la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público. La Sedesol propone la cantidad de recursos que
serán asignados a las entidades federativas usando los indicadores
de marginación y pobreza. Asimismo, proporciona información a
los estados para distribuir los recursos a los municipios. La Secre-
taría de la Función Pública tiene facultades para fiscalizar y eva-
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luar los programas y acciones de gobierno derivados del ejercicio
de los recursos federales. La SHCP tiene la función de controlar la
asignación de recursos del Fondo de Aportaciones para la Infraes-
tructura Social Municipal que hace la Federación a los estados. El
Congreso de la Unión aprueba dos normas fundamentales para el
Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal:
el Presupuesto de Egresos de la Federación y la Ley de Coordina-
ción Fiscal. Además, fiscaliza la cuenta pública federal y tiene fa-
cultad para coordinarse con las legislaturas locales para revisar las
cuentas públicas estatales y municipales.

2) Los gobiernos de los estados a través de sus Secretarías de Fi-
nanzas, los Comités de Planeación para el Desarrollo (Coplades)
y las contralorías de las administraciones públicas estatales, así
como los congresos locales, participan en la operación y fiscali-
zación del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social
Municipal. Al suscribir el Convenio de Desarrollo Social con el
Ejecutivo Federal, el Ejecutivo de los estados ejerce las funcio-
nes de: proveer los recursos a los municipios de acuerdo con la
calendarización contenida en la Ley de Coordinación Fiscal;
consolidar los ordenamientos jurídicos de la figura del Consejo
de Desarrollo Municipal; servir de enlace con la Sedesol para la
elaboración de los programa de desarrollo institucional munici-
pal; establecer los lineamientos de operación de los fondos que
correspondan a los municipios.

3) La Secretaría de la Contraloría estatal realiza el control y fisca-
lización con carácter preventivo de los recursos ejercidos por
las dependencias estatales y es la instancia responsable del con-
trol de los fondos pertenecientes al Ramo 33, desde el ingreso a
las haciendas públicas estatales y municipales hasta su eroga-
ción final.

4) Los congresos estatales a través de la Contaduría Mayor o su equi-
valente, se encargan del control y vigilancia de la cuenta pública de
los ayuntamientos. En el caso del Fondo de Aportaciones para la
Infraestructura Social Municipal, las legislaturas estatales fiscalizan
los recursos dentro de la revisión de la cuenta pública municipal.

5) En los municipios, el cabildo es la instancia que se encarga de
aprobar el ejercicio del Fondo de Aportaciones para la Infraes-
tructura Social Municipal. También tiene la obligación de infor-

JOSÉ RENÉ OLIVOS CAMPOS298



mar al pueblo sobre las cantidades recibidas, los costos de las
obras y los resultados obtenidos. El control interno de dichos fon-
dos se realiza por el síndico y el contralor, éste cuando existe la fi-
gura jurídica en la Ley Orgánica Municipal o en el Reglamento de
la Administración Pública Municipal.

6) Los Consejos de Desarrollo Municipal son los órganos que repre-
sentan la participación organizada de la comunidad municipal,
que en el caso del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura
Social Municipal, las obras deben de ser decididas, planeadas y
ejecutadas prioritariamente por éste órgano, en coordinación con
el ayuntamiento, el Ejecutivo del estado y la Sedesol. No obstan-
te, el Comité de Planeación para el Desarrollo Municipal que se
encarga de llevar a cabo el proceso de la planeación municipal y
se integra con representantes de las distintas instancia de los go-
biernos federal, estatal y municipal, así como con sectores socia-
les, privados y organizaciones de colonos, ha resultado formal-
mente ser el órgano de participación para decidir y planear las
obras con recursos provenientes del Fondo de Aportaciones para
la Infraestructura Social Municipal.

De este modo, se advierte una amplia regulación en la rendición de
cuentas del municipio e intervención de distintos actores en la operación,
vigilancia y control de los recursos que se destinan a los ayuntamientos,
lo que genera una ambigüedad normativa y una relación interguberna-
mental que resulta altamente dependiente por las instancias federal y es-
tatales en la rendición de cuentas de los recursos federales que se
transfieren a los municipios.

No obstante, la eficacia de la rendición de cuentas de los municipios
tiende a ser restringida y poco confiable por parte de las legislaturas lo-
cales. Esto se debe, en buena medida, a la falta de capacidad técnica, ad-
ministrativa y financiera de los congresos locales para fiscalizar a la tota-
lidad de los municipios, sobre todo en entidades federativas con gran
cantidad de ayuntamientos. Cuyos casos podrían ser: el estado de Chia-
pas al contar con 118 municipios, el estado de Jalisco que tiene 124, el
estado de Michoacán que posee 113, el Estado de México que se integra
con 122, el estado de Puebla que se compone de 217, el estado de Oaxa-
ca que tiene 570, el estado de Veracruz que cuenta con 210 y el estado
de Yucatán que tiene 105 municipios.
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Las insuficiencias normativas e institucionales que prevalecen en la
mayoría de los gobiernos municipales, constituyen otras limitantes para
que los municipios cumplan cabalmente con la rendición de cuentas.

Desde la perspectiva normativa, de los 2,427 municipios que existen
en México, el 74% de éstos no cuenta con reglamento de planeación ni
con organismos para realizar el proceso de la planeación municipal, con
lo que se advierte que dicho conjunto de municipios realiza la función pre-
supuestaria de forma improvisada. Asimismo, el 55% de los gobiernos
municipales no han expedido un reglamento para regular la administra-
ción pública municipal y en el 08% aunque existe no esta actualizado.
Aunque la existencia de un reglamento no es garantía de un orden admi-
nistrativo interno, por lo que es de suponer el desorden en los procedi-
mientos y falta de precisión en el manejo de recursos, en los sistemas
contables y de registros.

Asimismo, el 70% de los municipios no cuenta con normatividad ne-
cesaria para el cobro y actualización del impuesto predial. Lo que hace
presumir que sea administrado el impuesto predial por el gobierno del
estado y no por los ayuntamientos.12 De este modo, los gobiernos estata-
les a menudo realizan funciones municipales, lo cual varía de estado a
estado y de municipio a municipio, lo que contribuye a la fragilidad
institucional de los municipios.

Los municipios que superan dicha situación, que generalmente son los
urbanos, poco han hecho para expedir la reglamentación municipal para la
rendición de cuentas, como pudiera ser el establecimiento de los instru-
mentos normativos para el acceso público a la información gubernamental
y administrativa municipal, cuyas iniciativas reglamentarias son facultades y
responsabilidades de los gobiernos municipales. Esto probablemente se
debe a la falta de personal calificado y con capacidad de técnica legislati-
va para llevarlo a cabo, o bien se prefiere no realizar acciones en este
sentido, para evitar un mayor control de la administración pública munici-
pal por parte de la ciudadanía y el escrutinio público. Aspectos que no de-
berían darse ante los requerimientos de mayor transparencia en el uso de
los recursos públicos, programas y acciones municipales.

En relación con la capacidad administrativa de los municipios, consti-
tuye otra limitante de la mayoría de los gobiernos municipales para
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poder rendir cuentas tanto a las legislaturas de los estados como a la so-
ciedad municipal. Esto se observa por los rezagos importantes en es-
tructuras organizativas y sistemas de administración municipales.

Sobre dicho aspecto, en términos cuantitativos, se tiene que la mayo-
ría de los municipios de México cuentan con un tesorero municipal, no
obstante sólo el 39% del total cuenta con un área de Oficialía Mayor o
equivalente, es decir, que el 61% de los casos no tiene una estructura
administrativa responsable de supervisar y planear el ejercicio del gas-
to. Es cierto que buena parte de los municipios del país, ante la insufi-
ciencia de recursos no pareciera requerir de este tipo de estructuras, sin
embargo la ausencia de un sistema mínimo que lleve la función de or-
ganización del gasto, impide que ante un incremento de recursos, la
asignación y control de los mismos sea atendida con el mínimo de efi-
cacia.13

Más aún, el 46% de los gobiernos municipales llevan a cabo algún
tipo de auditoria o supervisiones financieras; el 41% realiza una activi-
dad sistemática de control para disminución de costos; y el 21% de los
ayuntamientos efectúa estudios de materia tributaria. Los municipios
urbanos y grandes desempeñan funciones de gestión financiera y el res-
to de los municipios que en su mayoría son rurales y medios, ejecutan
funciones operativas y rudimentarias del ejercicio del gasto o simple-
mente improvisan.14

La falta de profesionalización de la función pública en los municipios
en México, en el régimen jurídico burocrático que favorece que los tra-
bajadores de confianza, para que sean removidos acordes a los vaivenes
políticos municipales dados por la alternancia en el gobierno municipal,
también es un factor que obstaculiza los procesos de cambio hacia la ren-
dición de cuentas en los ayuntamientos.

En los términos estadísticos, las administraciones públicas que se inte-
gran en los 2,427 municipios que existen en México, en el año de 2000,
contaban con 478,010 empleados públicos. Cuyo personal de los mandos
administrativos superiores, que ocupan los cargos de secretarios del
ayuntamiento, tesoreros, directores de seguridad pública, responsables de
la unidad de planeación y los responsables de participación social, se tie-
ne que el 88% de ellos, no permanecen más de 3 años en los mismos car-
gos, mientras que el 12% restante continúa en el mismo cargo adminis-

RENDICIÓN DE CUENTAS EN LA ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL 301

13 Ibidem, p. 37.
14 Idem.



trativo, hasta 12 años en promedio (cuatro periodos gubernamentales).15

Esto manifiesta el alto grado de rotación de los servidores públicos que
ocupan dichos cargos directivos municipales, lo cual se da conforme el
cambio de gobierno municipal.

Sobre el perfil de funcionarios municipales, si se toma el caso de pre-
sidentes municipales, se observa que un 40% tiene una carrera universi-
taria, un 11% nivel de bachillerato, 15% secundaria o carrera comercial y
33% escolaridad primaria o menos. Este perfil es indicativo también del
caso de funcionarios municipales, dado que entre los únicos datos dispo-
nibles se observa que menos del 40% de los funcionarios tienen una li-
cenciatura.16

De los indicadores expuestos, se puede advertir que dentro de los pro-
blemas que genera la falta de profesionalización de la función pública
municipal, son deficiencias e improvisación en las acciones administrati-
vas de gobierno ante la rotación periódica del cuerpo administrativo di-
rectivo que se caracteriza por la falta de experiencia y calificación para
el cargo. Situación que tiende a conformar estructuras burocráticas muni-
cipales directivas que difícilmente puedan orientar a formular medidas
regulatorias e institucionales para una eficaz rendición de cuentas de los
asuntos del gobierno municipal.

IV. EL VALOR PÚBLICO DE LA RENDICIÓN DE CUENTAS

EN LA ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL

En el contexto anteriormente expuesto, es importante redefinir el pa-
pel que deben realizar actualmente los gobiernos municipales en la ren-
dición de cuenta, como una de las responsabilidades que tienen enco-
mendadas y que alude al buen gobierno, así como para lograr mejores
rendimientos del desempeño de la gestión municipal.

La rendición de cuentas constituye uno de los dilemas de la moderni-
zación administrativa que los gobiernos municipales tienen ante los dete-
rioros y restricciones legales e institucionales tanto en los controles ex-
ternos como internos, que los municipios viven hoy en día. Por lo que es
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indispensable que los gobiernos municipales sean objeto de moderniza-
ción creciente, para garantizar el desempeño eficaz, honesto y responsa-
ble de los gobernantes y de los administradores municipales, lo que de-
manda una sociedad.

Esto constituye un asunto de importancia estratégica para la acción
pública municipal, que se inscribe en las prácticas de la democracia, en
que se requiere transparentar los actos de la administración municipal
fundada en las capacidades normativas, de decisión y de actuación del
gobierno y la sociedad.

La modernización de la administración municipal es un proceso que
requiere construir la rendición de cuentas en la democracia y la legali-
dad. El valor público de la rendición de cuentas debe significar aumentar
y facilitar las oportunidades de participación ciudadana en colaborar con
el gobierno municipal, en vigilar la administración pública y evaluar sus
resultados.

En la visión democrática, la administración no es una institución que
decide por si misma, sino que tiene relaciones complejas con las organi-
zaciones de la sociedad y la ciudadanía. De este modo, la administración
municipal puede vigorizar sus capacidades en la medida que incorpora la
participación y la cooperación ciudadana para atender los asuntos públi-
cos, que son productos de interacciones y sistemas de realización de la
comunidad.

La rendición de cuentas en los municipios, vinculada desde la pers-
pectiva de una nueva visión de la administración pública, requiere regis-
trar valores y conductas que supongan el impulso en la participación ciu-
dadana en la acción del gobierno, que es posible por la existencia de la
colectividad de su circunscripción que vincula intereses y requerimientos
afines. En consecuencia, la rendición de cuentas de la administración
municipal debe ser acción y efecto de resultados de la responsabilidad
asumida por las autoridades y de la corresponsabilidad de los ciudadanos
para la vigilancia y evaluación de resultados, de realización de metas y
del empleo de recursos públicos. Esta sería la visión positiva de la rendi-
ción de cuentas a favor de la institucionalidad democrática.

La rendición de cuentas en el ámbito municipal desde esta nueva vi-
sión de administrar la sociedad que es al mismo tiempo administración
de la vida pública, si bien no es excluyente de instancias de regulación
externas, como establece la Constitución federal al facultar a los legisla-
tivos estatales para revisar y fiscalizar las cuentas públicas municipales,
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se necesita que se otorgue precisión a dichos conceptos, así como las ba-
ses de su instrumentación que contribuyan a establecer la transparencia y
la rendición de resultados (por ejemplo, en metas anuales de los progra-
mas, evaluación de programas, presupuesto por programa) y, en donde
se reconozca la diversidad municipal como un principio esencial para la
rendición de cuentas del gobierno municipal.

De este modo, dichos conceptos, de revisión y fiscalización, requie-
ren de elementos que permitan definirlo enfatizando su objetivo de
control de legalidad, tanto como el correspondiente control de los re-
cursos públicos como en el rendimiento de éstos en el desempeño del
gobierno municipal para atender las demandas públicas. En las transfor-
maciones que se viven en los tiempos actuales, no es suficiente que las
cuentas públicas municipales cumplan con el apego a la norma, sino ade-
más que demuestren los resultados de los recursos públicos a favor de la
sociedad.

El desarrollo del municipio como institución del Estado mexicano, ra-
tificado como ámbito propio de gobierno por la reforma constitucional
del artículo 115 en 1999, así como una instancia facultada para asegurar
la participación ciudadana y vecinal en la acción pública, que resulta re-
levante en la construcción de la rendición de cuentas en el orden social y
democrático de México, es necesario darle seguridad, claridad y transpa-
rencia al manejo de recursos en un sentido público, lo que implica el pa-
pel activo con las personas, los grupos y las organizaciones asentadas en
las circunscripción territorial municipal, que pueden aportar elementos
para mejorar las capacidades municipales ante la fragilidad normativa e
institucional que tienen.

V. CONCLUSIONES

Primera. La rendición de cuentas en los gobiernos municipales como
instituciones del Estado, cobra importancia en la medida que los contex-
tos de la vida pública es más democrática, que demandan una adminis-
tración pública dinámica, eficaz, responsable y honesta.

Segunda. La rendición de cuentas en los municipios de México, está
regulada por una normatividad que en muchos aspectos es restrictiva y
no estimulante al desarrollo de sus capacidades normativas e institucio-
nales para la rendición de cuentas, se sigue con una alta dependencia de
los gobiernos estatales y federal, con ambigüedad normativa, lo que es
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infecundo para revitalizar las capacidades jurídicas de los gobiernos mu-
nicipales.

Tercera. Los instrumentos normativos y mecanismos institucionales
para la rendición de cuentas de los gobiernos municipales, no se han
desarrollado de igual manera, ante la diversidad municipal que se ex-
presa por los contrastes estructurales, administrativos y gubernamenta-
les. Por consiguiente, es preciso replantear la prioridad de instrumen-
tos, su respectivo alcance y la estrategia de implementación acordes a
las características y necesidades de los municipios por parte de las le-
gislaturas locales y de los propios gobiernos municipales. Lo cual im-
plique establecer bases jurídicas, no restrictivas y más responsables,
para la rendición de cuentas.

Cuarta. La participación ciudadana en la rendición de cuentas en el
municipio constituye retos y oportunidades para los gobiernos locales,
para lograr mayor eficacia en la gestión de los asuntos públicos. Si bien
esto no significa una garantía del éxito de la rendición de cuentas en to-
dos los casos, si contribuye a una mejor aptitud del gobierno municipal
para enfrentar los rendimientos decrecientes que se han propiciado y aún
persisten por la centralización de decisiones, recursos y beneficios, así
como para obtener una gestión pública eficaz, honesta y transparente.
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